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1.

SUMARIO:

Capítulo X

Tributo: Concepto y Tipos

1. SISTEMATIZACIÓN CLÁSICA. 2. TASAS. 3. CONTRIBUCIONES ESPE-
CIALES. 4. IMPUESTOS. A) Tipos de impuestos. a) Impuestos personales.
b) Impuestos con traslación jurídica (repercusión obligatoria de la cuota).
c) Definición legal de impuestos. 5. PRECIOS PÚBLICOS. NATURALEZA NO
TRIBUTARIA. 6. PARAFISCALIDAD. 7. LOS LLAMADOS TRIBUTOS CON
FINES NO FISCALES.

SISTEMATIZACIÓN CLÁSICA

El tributo es una categoría jurídica cuyas esencias hemos señalado en el
capítulo anterior: se aplica a hechos lícitos y que manifiestan capacidad econó-
mica, está establecido por la ley, es debido a un ente público o a otro sujeto que
realiza actividades públicas y se concreta en una prestación dineraria. Su fina-
lidad es contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. Es, por otra parte, el
mecanismo para hacer frente al deber de contribuir que tiene en los ordena-
mientos carácter constitucional. Su carácter jurídico no ofrece duda alguna, con
independencia de cualesquiera otras consideraciones (económicas y políticas)
que aquí no deben ser estudiadas. Más aún, la efectividad del tributo se logra a
través de una técnica jurídica como es la obligación legal: realizado un hecho
concreto previsto en la ley se producen unos efectos determinados establecidos
también por la norma.

La Constitución, art. 31.3, se refiere a las prestaciones patrimoniales de
carácter público para exigir que su establecimiento sea hecho por ley. Se trataría
de una categoría jurídica más amplia que la de tributo, aunque el concepto que
de éste ofrece ya la LGT, art. 2, es de una gran extensión. La STC 185/1995
declaró que «una interpretación sistemática de la constitución lleva necesaria-
mente a no considerar como sinónimas la expresión "tributos" del art. 133.1 CE
y la más genérica de "prestaciones patrimoniales de carácter público" del art.
31.3 CE».

121



La doctrina y gran parte de los ordenamientos tributarios han distinguido
dentro de esta figura genérica del tributo tres tipos distintos: tasas, contribu-
ciones especiales e impuestos. La razón de esta división se ha fundamentado en
la existencia de una actividad administrativa que afecta de manera especial
a un sujeto e incluso que, normalmente, le beneficia, tomando la palabra «bene-
ficio» en su sentido más amplio de satisfacción de un interés individual y con-
creto. Es evidente la distinción frente a la actividad general de las Administra-
ciones que no tiene un beneficiario concreto y afecta a todos los miembros de
una Comunidad Política de manera indiferenciada. Los ejemplos son conocidos
(utilización de determinados servicios públicos, obras públicas que benefician
singularmente a determinados sujetos, etc.) y no parece necesario, ahora, insis-
tir sobre ellos. Esta distinción teórica se ha visto apoyada por una consideración
financiera de amplia aceptación: siempre que pueda gravarse un beneficio espe-
cial debe hacerse, dado que ajusta mejor la relación gasto-ingreso con una mayor
inmediatez de éste tanto en las tasas como en las contribuciones especiales;
contribuye, por otra parte, a una utilización más racional de los servicios públicos
con una demanda más responsable y puede evitar situaciones de desviación de
poder en la realización de determinadas obras públicas o establecimientos de
servicios públicos por la razón indicada de nacimiento simultáneo de una obli-
gación tributaria cuya cuantía se orienta a una equivalencia con el beneficio real
o presunto obtenido individualmente.

Estas consideraciones aparecen hoy contrapuestas por otros razonamientos
en contra de las categorías tributarias de tasas y contribuciones especiales. En
primer lugar, la dificultad de medir la capacidad económica manifestada por la
utilización de determinados servicios públicos (de enseñanza, seguridad, sani-
dad, medioambientales, etc.); e igualmente, la proporción entre un inmueble
afectado favorablemente por una obra a efectos de establecer un mínimo exento
y el patrimonio total de su titular, etc. En segundo término, la posibilidad de que
determinados beneficios a los que nos referimos sean gravados, además, por un
impuesto (el incremento de valor de un inmueble debido a una obra pública
determinada puede quedar sujeto al Impuesto sobre Bienes Inmuebles o,
incluso, el mismo Impuesto sobre la Renta en determinados ordenamientos). A
estas razones tributarias hay que añadir otras estrictamente administrativas: la
dificultad de medir el beneficio individual obtenido por un sujeto con ocasión de
una actividad administrativa o el aumento de valor de un inmueble como con-
secuencia de un servicio o de una obra pública concreta. Es precisamente esta
dificultad la que está llevando a un importante oscurecimiento de las contribu-
ciones especiales.

En esta consideración de ventajas e inconvenientes han prevalecido las pri-
meras y la mayor parte de los ordenamientos con terminología diversa estable-
cen junto a la figura central del sistema (el impuesto) las tasas y contribuciones
especiales. La pregunta que podemos hacernos es si los tres tipos de tributos
citados absorben todas las figuras coactivas basadas en un hecho lícito que la
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realidad nos ofrece hoy. Una primera respuesta se da en las páginas siguientes
con la exclusión del concepto de tributo de las tradicionalmente denominadas
exacciones parafiscales y de los llamados tributos con fines no fiscales.

Por otro lado, los criterios de sistematización utilizados para la tipología
clásica son amplísimos: actividad administrativa (tasas y contribuciones espe-
ciales) y hecho lícito que manifieste capacidad económica (impuesto). Habría
que probar, en la crítica a la sistematización clásica, que las nuevas categorías
que se pretenden no encajan en ninguno de los dos círculos citados.

De cualquier manera, la diversa terminología que utilizan las normas, fuera
del nomen iuris de tributo, no alteran ni pueden hacerlo la naturaleza de esta
figura (cánones, gravámenes, derechos, exacciones, etc.). La utilización de esta
variada terminología obedece a dos razones: un fenómeno de ilusión financiera
o simplemente una pereza del legislador que sigue utilizando una terminología
histórica sin respaldo, hoy, constitucional ni científico.

El ordenamiento español ha recogido esta tipología que tiene una honda
raigambre en nuestro ordenamiento. La Constitución habla de «sistema tribu-
tario» (art. 31), de tributos (art. 133) y de «impuestos, tasas y contribuciones
especiales» al regular los recursos de las CC AA (art. 157). La LGT establece
esta sistematización de manera abierta (art. 2) y la completa definiendo cada una
de las tres figuras en una línea que podríamos denominar clásica y con un
importante componente didáctico.

El establecimiento de distintos tipos de tributos no es sólo una cuestión de
sistematización. Tiene también efectos jurídicos importantes. En primer lugar,
una tributación en muchos casos singular y específica de determinados sujetos;
y, en segundo término, unas limitaciones objetivas del mismo tributo (coste del
servicio, de la obra, etc.). Ahora bien, estas singularidades no impiden que la
consideración como tributos comporte también la aplicación de los principios
propios de esta categoría general. Más aún, la aplicación de estos principios a
las citadas categorías (tasas y contribuciones especiales) es una de las cuestio-
nes hoy de mayor interés científico. La principal razón de la polémica en torno
a las tasas hay que buscarla en la aplicación a este tipo tributario de los principios
de capacidad económica (principalmente) y de reserva de ley, dado que son exi-
gibles de cualquier tributo y es lógico y necesario que lo sean también de éste.

La Ley General Tributaria introdujo la novedad de ofrecer un concepto de
tributo en su artículo 2.º: «Los tributos son los ingresos públicos que consisten
en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración Pública como con-
secuencia de la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula el deber
de contribuir, con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el
sostenimiento de los gastos públicos». Llama la atención que esta retórica defi-
nición no haga una referencia directa al origen legal del tributo (lo hace indirec-
tamente) y tampoco a la necesidad de que se grave una manifestación de capa-
cidad económica concreta.
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Tras la reforma operada por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos
del Sector Público, se eliminó de nuestra legislación tributaria la figura de las
exacciones parafiscales, introduciéndose en cambio el concepto de «prestacio-
nes patrimoniales de carácter público», las cuales son de exigibilidad coactiva,
pudiendo diferenciarse la existencia de dos categorías. En primer lugar, las
prestaciones tributarias, que serán aquellas que tengan la consideración de
tasas, contribuciones especiales e impuestos. Y, en segundo término, las no
tributarias, a saber, las demás que atiendan a fines de interés general, diferen-
ciadas de las tasas y de los precios públicos. Se califican como tales aquellas que,
ostentando tal consideración, se exijan, en particular, por la prestación de un
servicio gestionado de forma directa mediante personificación privada o
mediante gestión indirecta y, en concreto, por la explotación de obras o la pres-
tación de servicios en régimen de concesión o sociedades de economía mixta,
entidades públicas empresariales, sociedades de capital íntegramente público y
demás fórmulas de Derecho privado.

Esta modificación legislativa se introdujo por razones de seguridad jurídica
al objeto de aclarar definitivamente cuál es la auténtica naturaleza jurídica de
este tipo de contraprestaciones económicas. La reforma introducida procedió a
aclarar la naturaleza jurídica de las tarifas que abonan los usuarios por la recep-
ción de los servicios públicos de carácter coactivo en función de la forma de
gestión del servicio. Así, si la prestación de los mismos se realiza por la propia
Entidad Local la contraprestación exigida tendrá la consideración de tasa, de
acuerdo con lo previsto en la normativa anteriormente transcrita. En cambio, si
la prestación del servicio público se realiza de forma directa mediante personi-
ficación privada (sociedad mercantil o entidad pública empresarial de capital
íntegramente público) o bien mediante gestión indirecta (como es la concesión
administrativa), la contraprestación exigida a los usuarios tendrá la condición de
prestación patrimonial de carácter público no tributario. Habrá que atender pues
a la verdadera naturaleza jurídica de la contraprestación exigida.

A estos efectos la citada Ley 9/2017 otorgó nueva redacción a la Disposición
Adicional Primera de la Ley 58/2013, de 17 de diciembre, General Tributaria,
encargada de regular las prestaciones patrimoniales de carácter público. La
vigente Disposición Adicional Primera de la LGT regula las prestaciones patri-
moniales de carácter público en los términos del art. 31.3 CE, exigidas coacti-
vamente. Y ello a pesar de que dicho precepto no hace referencia a la exigencia
coactiva de la prestación patrimonial, limitándose a señalar que dichas presta-
ciones sólo podrán establecerse con arreglo a la Ley. Con carácter adicional las
citadas prestaciones podrán tener carácter tributario o no tributario.

La Ley 38/2022, de 27 de diciembre, introdujo dos nuevas prestaciones
patrimoniales de carácter no tributario, a saber, los comúnmente conocidos
como gravámenes temporales energético (actualmente decaído) y de entidades
de crédito y establecimientos financieros de crédito (germen del vigente
Impuesto sobre el margen de intereses y comisiones de determinadas entidades
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financieras) a los que nos referiremos oportunamente en el Capítulo XXXIII de
este Curso. El Real Decreto-ley 8/2023, de 27 de diciembre, prorrogó ambas
prestaciones para el año 2024.

TASAS

El concepto de tasa es, hoy día, el más debatido del Derecho Tributario.
Regulado en la LGT y la LRHL, y posteriormente incidido por la LTPP de 1989
fue rectificado por la importante STC 185/1995, de 14 de diciembre. Todo ello
con independencia de una amplia doctrina que se había mostrado muy crítica
con determinados aspectos de la definición legal. La Ley 25/1998, de 13 de julio,
de Modificación del Régimen Legal de las Tasas Estatales y Locales y de Reor-
denación de las Prestaciones Patrimoniales de Carácter Público (LMTPP),
modificó el concepto legal dando (en su art. 1) una nueva redacción al concepto
establecido en la LGT. La Ley General Tributaria, en línea con el anterior texto,
ofrecía inicialmente un concepto detallado de ese tipo tributario en su artículo
2.2. a):

Con posterioridad, sin embargo, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía
Sostenible, procedió a modificar el art. 2 de la LGT suprimiendo el párrafo que
respaldaba la aplicación extensiva del concepto de tasa. En efecto, su Disposi-
ción Final Quincuagésima Octava suprimió el segundo párrafo de la letra a) del
apartado 2 del art. 2 de la Ley 58/2003 indicado con anterioridad. Como conse-
cuencia de la citada modificación, y para aquellos supuestos en los que la gestión
de los servicios se llevase a cabo a través de una empresa privada o mixta en
régimen de Derecho privado, nada obstaría a que, de forma consecuente con la
naturaleza de dicho régimen jurídico, la Administración titular estableciese un
marco de precios privados por la prestación de tal servicio.

A pesar de ello la Sentencia del TS de 23-11-2015 adoptó un cambio de
criterio (ignorando a tal efecto la modificación introducida por la Ley de Eco-
nomía Sostenible) al afirmar que la contraprestación satisfecha por el usuario
del servicio de abastecimiento de agua es una tasa (no una tarifa o precio)
aunque se haya prestado mediante el régimen de concesión (fórmula propia
de la gestión indirecta), es decir, a pesar de que la prestación efectiva se haya
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llevado a cabo o no por un concesionario. A juicio del TS las contraprestaciones
que satisface el usuario del servicio deben ser calificadas como tasas con inde-
pendencia de la modalidad de gestión del servicio público empleada, en tanto
en cuanto la forma de gestión del servicio no afecta a la naturaleza de la pres-
tación siempre que su titularidad siga siendo pública, como sucede en los
supuestos de concesión.

A pesar de la finalidad pretendida con la introducción de la modificación
operada a través de la Ley 2/2011 el TS interpretó a través de su Sentencia de
23-11-2015 que la naturaleza de las contraprestaciones no puede hacerse depen-
der del régimen de prestación del servicio que haya decidido la Corporación
municipal. De este modo el Alto Tribunal abandonó su anterior criterio consis-
tente en diferenciar entre tasas (sometidas a la potestad tributaria de las Enti-
dades Locales) y precios «privados» pero intervenidos sujetos únicamente a la
potestad tarifaria ejercida por la correspondiente Comunidad Autónoma, asu-
miendo la doctrina elaborada por el TC sobre la prestación patrimonial coactiva
y entender, con ella, que también las tarifas o precios privados se ven condicio-
nados por dicha doctrina.

De cualquier manera, la definición legal supone, en buena medida, un
retorno al concepto clásico de tasa y se apoya en dos ideas.

En primer lugar, una razón técnico-jurídica olvidada en el concepto de la
LGT anterior: exigir que la actividad administrativa (concesión de dominio
público o servicio público) afecte de manera singular al sujeto pasivo. Los ser-
vicios que no permitan una diferenciación individualizada en su utilización no
pueden dar lugar a una tasa.

En segundo término, el afán de la ley por separar tasa y precio público, dado
el distinto régimen jurídico y económico que tiene cada una de estas figuras.
Cuando la actividad administrativa es obligatoria para el administrado (en pala-
bras de la Ley no es de solicitud voluntaria por éste) estaremos en presencia de
una tasa. ¿Cuándo la actividad y la solicitud serán obligatorias? Aquí está el pro-
blema. La Ley, recogiendo materiales normativos y jurisprudenciales anterio-
res, establece la no obligatoriedad cuando las actividades administrativas se
presten por el sector privado. Más concretamente, cuando los servicios o acti-
vidades se prestan por el sector privado no hay lugar a una tasa. Aquí habrá que
interpretar caso por caso y para que la prestación privada excluya la tasa deberá
ser suficiente. En nuestra opinión, el servicio privado deberá estar al alcance
económico de la mayoría de los sujetos. De nada sirve, por ejemplo, que haya
oferta privada de servicios universitarios si su precio es inaccesible para la nor-
malidad de los potenciales demandantes. Y, por otra parte, tratándose de un
servicio público esencial respecto del que se hace precisa la intervención de la
Administración, habrá de calificarse la prestación exigible como tasa, teniendo
presente además que la nota de la esencialidad suele hallarse ligada a la de la
coactividad.
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Con el objetivo de clarificar la naturaleza jurídica de las tarifas que abonan
los usuarios por la utilización de las obras o la recepción de los servicios, tanto
en los supuestos de gestión directa de estos (a través de la propia Administra-
ción) como en los casos de gestión indirecta (a través de concesionarios), como
prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario, la Ley 9/2017, de
8 de noviembre, otorgó nueva redacción al art. 20 del Texto Refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales aprobado mediante Real Decreto Legis-
lativo 2/2004, de 5 de marzo, añadiéndole un nuevo apartado 6. Se incorporó así
un nuevo apartado dentro de la regulación del hecho imponible de las tasas para
matizar que tienen la condición de prestaciones patrimoniales de carácter
público no tributario las contraprestaciones económicas establecidas coactiva-
mente que se perciban por la prestación de los servicios públicos que las Enti-
dades Locales prestan a los ciudadanos y que son los enumerados en el apartado
4 del art. 20 del TRLRHL. Se concreta que tienen esa consideración las exigidas
por la explotación de obras o la prestación de servicios, en régimen de concesión,
sociedades de economía mixta, entidades públicas empresariales, sociedades de
capital íntegramente público y demás fórmulas de Derecho privado. Y se indica
que las mismas se regularán por Ordenanza previo informe preceptivo de aque-
llas Administraciones Públicas a las que el ordenamiento jurídico les atribuyera
alguna facultad de intervención sobre las mismas.

Asimismo la Ley 9/2017 modificó el art. 2 de la Ley 8/1989, de 13 de abril,
del régimen jurídico de las Tasas y los Precios Públicos, añadiéndole una nueva
letra c) con la finalidad de precisar, en cuanto a la delimitación del ámbito de
aplicación de la citada Ley, que las tarifas que abonen los usuarios a los conce-
sionarios de obras y servicios por la utilización de la obra o por la prestación del
servicio conforme a la legislación de contratos del Sector público tienen la con-
sideración de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, en
base a lo cual no les resultan de aplicación los preceptos de la citada Ley. De
acuerdo con lo dispuesto por la vigente letra c) los preceptos de la LTPP no se
aplican a las tarifas o precios privados que sean prestaciones patrimoniales de
carácter público no tributarias. Y, como es lógico, tampoco se aplicarán a los
precios privados que no lo sean.

El objetivo último de este conjunto de modificaciones no es otro que precisar
la naturaleza jurídica de las tarifas que satisfacen los usuarios a los concesiona-
rios de obras y servicios por el uso de las obras o prestación de los servicios
como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario, poniendo con
ello fin a la polémica que, desde hace unos años, se había venido suscitando
sobre estas contraprestaciones que pagan los usuarios de servicios públicos
(tasas o tarifas), tanto a nivel doctrinal como jurisprudencial.

La aplicación a la tasa de los principios propios de los tributos es, después
de su determinación conceptual, el aspecto de mayor interés. Como ya vimos,
los citados principios se aplican a todos los tributos.
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En primer lugar, la aplicación del principio de reserva de ley. Todos los
elementos del tributo que debe contener la ley para entender cumplido tal prin-
cipio son también exigibles en el caso de la tasa. Así, el hecho imponible, y
concretamente la actividad administrativa que vinculada con un hecho o situa-
ción particular da lugar al nacimiento de la tasa. Igualmente, la determinación
del sujeto pasivo. Aunque en principio pueda parecer que la conexión de la acti-
vidad con un sujeto de derecho no ofrece problemas (máxime si recordamos que
la voluntad del administrado no es un requisito de la tasa y sí la afección singular
de la misma al sujeto) hay casos de duda sobre quién es el sujeto pasivo qué
habrá que resolver ante cada supuesto concreto.

Mayores dudas ofrece la especificación de la base imponible y el tipo
de gravamen como elementos de cuantificación. Hay, en primer lugar, que
hacer referencia al coste del servicio entendido como límite de la cuantía de la
tasa (la suma de todas las cuotas tributarias individuales no puede ser superior
al citado coste del servicio). Dicho límite constituye una notable peculiaridad de
este tipo tributario. Expresamente declarado, deberá estar contenido en la ley
si se quiere cumplir la reserva.

Lo razonado aquí para la base imponible es válido para el otro elemento de
cuantificación: el tipo de gravamen. Tendrá razón de ser en aquellos supuestos
en los que técnicamente pueda hablarse de base y su juego cuantitativo queda
limitado, también, por el coste del servicio. Su determinación exacta, en deter-
minados casos, podrá hacerse por norma reglamentaria y ordenanza (también
reglamento) dentro del límite citado. Su técnica concreta (tipo fijo, porcentual,
tipo máximo o tarifa de tipos) podrá ser hecha, normalmente, en estas normas.

La capacidad económica es igualmente un principio que debe ser observado
en la tasa. También presenta determinadas singularidades. El coste del servicio
como guía y límite de la cuantificación constituye ya una buena observancia del
principio a que nos referimos, ya que ningún sujeto manifiesta por verse afectado
por una actividad administrativa o simplemente por utilizar un servicio público
más capacidad económica que el coste individualizado de éstos.

Junto a este tipo de tasa vinculada al coste del servicio, están las tasas
libres. Su cuantía es muy superior al citado coste porque la autorización admi-
nistrativa (licencia) se concede previo un servicio público de verificación a un
número restringido de solicitantes y les atribuye una situación de competencia
limitada con aumento de su beneficio. A priori, el número de licencias está limi-
tado, aunque todos los solicitantes cumplan los requisitos. Esta exorbitancia
está aquí justificada. Sería contrario al principio de capacidad económica que la
tasa se vinculase aquí al coste del servicio. Es necesario buscar otros criterios
que reflejen mejor, en este caso concreto, la capacidad.

Esta cuestión fue resuelta con acierto por la LTPP (art. 19) en las tasas por
utilización del dominio público al llamar en la cuantificación de éstas a la «utili-
dad». Dice el citado precepto que «el importe de las tasas por la utilización pri-
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vativa o aprovechamiento especial del dominio público se fijará tomando como
referencia el valor de mercado correspondiente o el de la utilidad derivada de
aquélla». Este precepto habilita a la Administración para un ajuste de la tasa a
situaciones, como hemos dicho, de competencia restringida (licencias de tele-
fonía, televisión, etc.). La técnica para una verificación más exacta de la citada
utilidad es la subasta pública de las licencias.

Mayor dificultad presenta en cambio la exención de las tasas por falta
de capacidad económica del administrado. Lo que es posible en el impuesto
por la contemplación global del sujeto pasivo no lo es en las tasas, donde no hay
más reflexión que la puramente bilateral: coste del servicio-tasa. No obstante,
debería avanzarse en una consideración global del sujeto, dado que los servicios
públicos y las actividades administrativas son, en ocasiones, esenciales. En otras
palabras, habría que establecer la exención en las tasas para aquellos sujetos
(sólo personas físicas) que no tengan capacidad económica por no sobrepasar un
mínimo de subsistencia. Las Leyes de Haciendas Locales han tenido siempre
una referencia a esta cuestión importante y hoy el TRLRHL dispone en su
artículo 24.3 que «para la determinación de la cuantía de las tasas deberán
tenerse en cuenta los criterios genéricos de capacidad económica de los sujetos
obligados a satisfacerlas». El legislador parece referirse a una capacidad econó-
mica «grupal» y no individual, lo que puede conducir a una escasa efectividad de
esta norma. Esta línea la LTPP, artículo 8: «En la fijación de las tasas se tendrá
en cuenta, cuando lo permitan las características del tributo, la capacidad eco-
nómica de las personas que deban satisfacerlas».

Finalmente, parece innecesario decir que las tasas no tienen que cubrir
siempre y necesariamente el coste del servicio o de la actividad de que se trate,
ya que junto a la utilidad o beneficio particular hay también otros de carácter
general que no pueden ser objeto de imputación singular.

Las tasas y, concretamente, las estatales, son objeto de modificaciones
cuantitativas frecuentes, incluso en las Leyes de Presupuestos.

CONTRIBUCIONES ESPECIALES

Es un tributo sometido a debate (en relación con su conveniencia), de
importancia histórica innegable en el ámbito local y que tiene las ventajas ya
apuntadas anteriormente (inmediatez en relación con la realización del gasto
público, mejor ajuste gasto-ingreso y la posibilidad de reducir las desviaciones
de poder que pudieran producirse en situaciones determinadas). Es evidente
que estas notas son más claras en las contribuciones especiales que en las tasas,
dada la mayor importancia cuantitativa de aquel tributo en los casos en que se
aplica y el mayor beneficio individualizado que puede obtener el sujeto pasivo
de la actividad administrativa. No obstante, su complejidad administrativa, las
dificultades que ofrece la medición de la capacidad económica en muchos
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supuestos, así como la cuantificación por separado del beneficio general y el
individual, han sido siempre sus mayores obstáculos.

En un plano teórico, la contribución especial puede ser sustituida por
impuestos. Desde luego, por el Impuesto sobre los Bienes Inmuebles, una de
cuyas técnicas de gestión es la modificación de valores catastrales destinada a
recoger los que resulten de modificaciones urbanísticas. Igualmente, el
Impuesto sobre la Renta (que grava el incremento de patrimonio en el momento
en que se produce la transmisión del bien e inmediatamente en los ordena-
mientos que admitan la renta imputada), e incluso en el Impuesto sobre el
Patrimonio, que suele tomar como referencia, entre otros, el valor catastral.
Estas figuras tributarias reflejan más tardíamente el citado aumento de valor de
lo que lo hace la contribución especial, como hemos indicado anteriormente.

Esta afirmación es también válida para las contribuciones por «beneficio
especial» (que no gravan un aumento de valor de los bienes) y sí un beneficio
específico para los sujetos pasivos en forma de un menor coste o mayor
ingreso. Está claro que estas circunstancias tienen su reflejo en el correspon-
diente Impuesto sobre la Renta sin necesidad de una consideración específica.
El resumen de este juicio a la contribución especial es que pierde terreno
debido, principalmente, a su complejidad administrativa. El TRLRHL ha cam-
biado la antigua obligatoriedad en el establecimiento del tributo por la discre-
cionalidad. Según esta Ley «los Ayuntamientos podrán establecer y exigir
contribuciones especiales...» (art. 58). Es, probablemente, el dato que mejor
refleja la situación.

La contribución especial, teóricamente, es una figura tributaria general. La
Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de Carreteras, artículo 20, prevé su esta-
blecimiento y lo mismo sucede con el ordenamiento tributario autonómico
(Constitución, LOFCA y Estatutos de Autonomía) que se refieren a las contri-
buciones especiales al enumerar los recursos de las CCAA Su campo propio, sin
embargo, es el Municipio debido a varias razones: mejor localización de la obra
o servicio, permite una gestión unitaria (lo que disminuye la complejidad de la
figura) y facilita la distribución de los costes de la obra o servicio entre los sujetos
beneficiados. Además, la función financiera de la contribución (permitir la rea-
lización de una obra por la inmediatez de la recaudación) tiene sentido única-
mente en los municipios y, concretamente, en los pequeños.

La LGT define este tributo en su artículo 2.2. b): «Son contribuciones espe-
ciales los tributos cuyo hecho imponible consiste en la obtención por el obligado
tributario de un beneficio o de un aumento de valor de sus bienes, como con-
secuencia de la realización de obras públicas o del establecimiento o ampliación
de servicios públicos». Se trata de una definición que recoge los elementos clá-
sicos del tributo: un beneficio específico o un aumento de valor de determinados
bienes debido a unas actividades administrativas concretas (realización de obras
públicas o establecimiento o ampliación de servicios públicos). Hay una recep-
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ción implícita de los tipos de contribuciones especiales que tradicionalmente ha
reconocido la doctrina: por aumento de valor y por beneficio especial.

En el campo de las Haciendas Locales y, concretamente, en el ordenamiento
municipal, se establecen claramente estas reglas de cuantificación. Es en esta
esfera municipal, como hemos dicho, donde se aplica este tributo. Es, pues, en
relación con este ordenamiento (representado por el TRLRHL) donde debemos
estudiar los principales aspectos de esta figura.

El establecimiento de contribuciones especiales constituye un acto admi-
nistrativo general (basado en la Ley y en la Ordenanza General del tributo) que
tiene carácter discrecional. El artículo 58 del TR de la LRHL dispone que «los
Ayuntamientos podrán establecer y exigir contribuciones especiales por la
realización de obras o por el establecimiento o ampliación de servicios muni-
cipales...». Ha sido, probablemente, la dificultad que ofrece la gestión de este
tributo lo que ha determinado esta discrecionalidad. Interesa destacar que la
separación del precedente administrativo por una Corporación (no estableci-
miento en un caso concreto cuando entre otros sí se ha efectuado) requerirá
la correspondiente justificación como cualquier otro caso de ejercicio discre-
cional.

Las contribuciones especiales son un ejemplo de afectación de tributos, en
contra del principio científico general de no afectación. Se trata de una conse-
cuencia de la finalidad financiera de este tributo inseparable de su teleología y
estructura. Según el TR de la LRHL, artículo 29.3, «las cantidades recaudadas
por contribuciones especiales sólo podrán destinarse a sufragar los gastos de la
obra o del servicio por cuya razón se hubiesen exigido». Esta afectación ope legis
permite cubrir la exigencia de consignación presupuestaria a todo gasto público
y también de la obra o servicio que aquí nos interesa.

La última nota que termina de cerrar el círculo conceptual de las contri-
buciones especiales es su compatibilidad (y en ocasiones integración) con
otras figuras limítrofes. Así, una contribución por establecimiento o ampliación
de un servicio público es compatible con las tasas por la utilización del servicio
mismo. En relación con la imposición sobre el incremento del valor de los
bienes y, en general, con el IRPF, la compatibilidad se sustancia a través de
una integración que admite diversas técnicas y que es siempre imperfecta (la
contribución especial al operar sobre la base de estos impuestos, y no sobre
la cuota, se deduce sólo en una parte de la misma). En relación con los bienes
afectos a una actividad empresarial o profesional su calificación debe ser como
gasto de las mismas.

Es obligado en las contribuciones especiales el sujeto que resulta benefi-
ciado por la actividad administrativa (obra o servicio públicos). Esta regla lógica
no impide sin embargo que haya algunos aspectos de duda derivados de una
pluralidad de beneficiarios o de una falta de sincronía entre hecho imponible y
existencia del sujeto pasivo.
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Esta regla general está establecida en el artículo 30.2 del TR de la LRHL:
Se considerarán personas especialmente beneficiadas «en las contribuciones
especiales por realización de obras o establecimiento o ampliación de servicios
que afecten a bienes inmuebles, los propietarios de los mismos». Ahora bien, la
afectación a un inmueble puede beneficiar al propietario (desde luego) pero
también al titular de un derecho real de disfrute e incluso al arrendatario. El
principio de capacidad económica exige una distribución de la cuota que corres-
ponda inicialmente al propietario del inmueble. Este reparto encuentra su base
legal, por ejemplo, en las leyes de arrendamientos urbanos (antiguo TR de 1964
y actual L. de 1994). Su estudio excede del que corresponde a un planteamiento
general de las contribuciones especiales y lo mismo sucede en relación con el
usufructo. En el caso de propiedad del inmueble y titularidad de empresa (en él
ubicada) separadas, la posibilidad de distribuir es aún más clara.

El segundo aspecto dudoso se refiere a las contribuciones especiales «por
construcción de galerías subterráneas». Según el artículo 30 que examinamos
son sujetos pasivos «las Empresas suministradoras que deban utilizarlas». Si
una empresa se constituye con posterioridad a la construcción de la galería
¿debe abonar una contribución especial en el momento de solicitar su utiliza-
ción? Hay que tener en cuenta que estamos ante un tributo afectado y con una
finalidad financiera evidente.

La Asociación Administrativa de Contribuyentes constituye una peculiari-
dad importante (realmente única) que se da en la tributación. A la vista del
TRLRHL, artículo 36, hay que distinguir dos tipos: las de promoción (con un
componente básico político-administrativo) destinadas a poner en marcha una
obra o servicio; y las de distribución de la cuota general, con una finalidad estric-
tamente tributaria. Sus caracteres y facultades más importantes son las siguien-
tes:

La especialidad más importante del tributo a que nos referimos es su cuan-
tificación general y particular. Aunque el TRLRHL se refiere a la base imponible
del tributo, más bien estamos en presencia de una cuota general distribuida,
posteriormente, entre todos los contribuyentes. La determinación de la cuota
general supone un complejo procedimiento que arranca desde el origen de la
obra o servicio, continúa con la cuantificación separada del beneficio privado y
público (sólo se grava a aquél) y termina con la aplicación de los criterios de
reparto establecidos en la Ley citada.

A partir de la cuota general (base imponible en la terminología de la Ley,
como sabemos) y de la fijación del porcentaje de beneficio privado se pasa a la
determinación de las cuotas individuales a través de la aplicación de los módulos
de reparto. En el caso de contribuciones especiales por aumento de valor, el
artículo 32 del TR de la LRHL que venimos examinando considera como tales
«los metros lineales de fachada de los inmuebles, su superficie, el volumen edi-
ficable de los mismos y el valor catastral a efectos del Impuesto sobre Bienes
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Inmuebles». Se trata de una elección difícil, delicada, vinculante para la Admi-
nistración y no discrecional y que, normalmente, exigirá el empleo de varios
módulos simultáneamente. En el caso de contribuciones especiales por benefi-
cio especial (y, particularmente, en la construcción de galerías subterráneas) en
razón del espacio reservado a cada empresa o en proporción a la total sección
de las mismas, aun cuando no las usen inmediatamente.

IMPUESTOS

El impuesto como figura tributaria básica ha seguido tres líneas de evolu-
ción. Primera, su perfeccionamiento técnico-jurídico ha sido paralelo a la moder-
nización del Estado y esencialmente de las Administraciones Públicas. Segunda,
el desarrollo económico ha permitido la expansión de los impuestos desde figu-
ras rudimentarias y aisladas a la creación de un verdadero sistema que permite
el juego de un principialismo fiscal cada día más importante. Tercera, de la con-
templación sectorizada y no integrada de la renta (imposición de producto) se
ha pasado al tratamiento globalizado y homogéneo de la misma a través de la
cohesión que significa su adscripción a un sujeto (contribuyente). Ha sido esta
personalización la que ha hecho posible la consideración de todos los matices
individuales, económicos y sociales y, en consecuencia, una mejor justicia tri-
butaria.

TIPOS DE IMPUESTOS

El impuesto conoce distintos tipos que tienen un desarrollo y una impor-
tancia desigual. Algunas de estas figuras tienen un particular significado jurídico
que debemos considerar brevemente en este apartado.

Impuestos personales

Este tipo impositivo se define por gravar una universalidad de materia impo-
nible (renta o patrimonio) cohesionada por su adscripción imperativa a un deter-
minado sujeto (contribuyente). Tradicionalmente ha sido el contrapunto de los
impuestos reales, que sólo interesaban como un foco patrimonial concreto con
independencia de su titular. Para situar la importancia de cada figura concreta
dentro de esta imposición hay que recordar que el Impuesto sobre Sucesiones
es relativamente «personal» (teniendo en cuenta la definición antes avanzada),
ya que incide sobre una universalidad de bienes y derechos cohesionados por
su pertenencia a un sujeto (en este caso, el causante de la sucesión). Su pecu-
liaridad técnico-jurídica es que la cohesión citada la da un sujeto que no es el
contribuyente del impuesto. Su personalización es muy limitada. Es decir, viene
dada por el transmitente (causante) y no por el adquirente (causahabiente) que
es el sujeto pasivo. En el ordenamiento español su vinculación con la valoración
del Impuesto sobre el Patrimonio para determinar la cuota tributaria definitiva
aumenta su personalización. Su escasa entidad recaudatoria (en términos glo-
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bales) y su carácter generacional le quitan también la importancia que acompaña
a la imposición personal. Juega un papel temporal y secundario de ajuste de
capacidad económica. Su justificación como impuesto de control ha perdido peso
en la medida que ha ido perfeccionándose la imposición personal.

El Impuesto Personal sobre la Renta tiene una gran importancia. En primer
lugar, permite la contemplación global del contribuyente (la universalidad de su
renta), lo que hace posible establecer la progresividad desde bases científicas;
permite, igualmente, las deducciones de gastos también «personales» (cargas
familiares, enfermedad, vivienda, seguro, etc.) y otros que no es posible técni-
camente imputarlos a flujos o manifestaciones de renta concretos (p. ej., apor-
taciones a sistemas de previsión social). Hace posible, además, la deducción
alternativa de una cantidad global en concepto de mínimo exento. En segundo
término, esta imposición personal permite una cierta integración de determi-
nados tributos de los Entes Públicos Territoriales reduciendo las situaciones de
doble imposición.

Esta imposición personal posibilita el tratamiento conjunto y universal de la
renta del sujeto más allá de su adscripción política y administrativa a un Estado
concreto. Esta aptitud de la personalización como técnica impositiva permite
una mejor justicia fiscal por encima de estrategias territoriales y fenómenos de
competencia fiscal. Exige, a su vez, un criterio de sujeción al Poder Tributario
que pueda considerarse único, es decir, que no pueda ser compatible con el
mismo criterio establecido por otro Poder (Estado). Este criterio es la residen-
cia habitual de un territorio (incompatible, como hemos dicho, con otra simul-
táneamente) y que implica además una voluntad de vinculación efectiva del
sujeto con el territorio de que se trate.

Impuestos con traslación jurídica (repercusión obligatoria de la
cuota)

La incidencia de un impuesto en una situación económica dada produce un
fenómeno de remoción del impuesto mismo procurando el contribuyente su
traslación a otros sujetos relacionados con la situación gravada y, por ello, con
el sujeto pasivo a que nos referimos. Es una cuestión perfectamente estudiada
por la Ciencia Económica, cuya consideración no corresponde aquí. Lo único
que interesa recordar es que esta remoción pertenece al campo de la voluntad
de los agentes económicos, a sus intereses, fuera de cualquier consideración
jurídica.

La traslación jurídica es un fenómeno distinto y pertenece al área del Dere-
cho Tributario. Su finalidad es doble: ayudar y facilitar que el impuesto sea
pagado al final del proceso de transmisión por el consumidor final y permitir un
mejor control y seguimiento administrativo del impuesto mismo al servicio de
los objetivos que se quiera (desde la neutralidad impositiva hasta la corrección
del fraude).
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Definición legal de impuestos

La LGT, en su línea didáctica que antes hemos observado, define el impuesto
a partir siempre del hecho generador de la obligación tributaria: «... tributos
exigidos sin contraprestación, cuyo hecho imponible está constituido por nego-
cios, actos o hechos que ponen de manifiesto la capacidad económica del con-
tribuyente» [art. 2.2. c)].

De esta definición legal llama la atención favorablemente la referencia a la
falta de contraprestación (de la Administración-acreedor correspondiente), a
diferencia de lo que ocurre en las tasas y contribuciones especiales, donde la
actividad administrativa está presente en la definición legal del hecho imponible.
Parece claro que contraprestación y su antónimo prestación son conceptos que
presuponen una actividad negocial de los sujetos, lo que no sucede en la estruc-
tura tributaria. Aquí el esquema es estrictamente legal: realización de un hecho
previsto en la ley y nacimiento de una obligación también tipificada en la norma.
No es necesario recordar que tampoco en los otros tipos tributarios (tasas y
contribuciones especiales) cabe hablar, técnicamente, de prestación y contra-
prestación.

La esencia es que el hecho imponible manifieste capacidad econó-
mica. Si es así producirá efectos jurídicos, justamente el nacimiento de una
obligación de tipificación legal. Puede ser un negocio jurídico (una compra-
venta), un acto jurídico (la aceptación de una herencia), un hecho jurídico (la
percepción de un interés o de un dividendo), un hecho económico (el incremento
de valor de un bien por el simple paso del tiempo o la obtención de un beneficio
empresarial), etc. Esta naturaleza es indiferente. Lo relevante es, como hemos
indicado, la manifestación de capacidad y la producción de efectos dentro del
esquema de la obligación legal.

La referencia, finalmente, a la capacidad económica no sólo es correcta sino
esencial, como hemos reiteradamente indicado. Que esta capacidad se ponga de
manifiesto en relación con la renta, patrimonio o consumo es evidente, ya que
estos fenómenos son desde el punto de vista económico la capacidad misma. No
hace falta recordar, por lo demás, que es una exigencia de todos los tributos y
no sólo del impuesto.

PRECIOS PÚBLICOS. NATURALEZA NO TRIBUTARIA

La existencia de figuras paralelas a los tributos y que incluso tienen algunas
notas de éstos ha dado lugar a diversas reflexiones sobre su naturaleza. Se trata
de un debate conveniente que sólo puede delimitar mejor la figura tributaria
propiamente dicha.

Los llamados precios públicos responden a una doble razón. En primer lugar,
son debidos a una actividad cada vez más plural de las Administraciones. La
prestación de servicios no esenciales en régimen de competencia con los
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sujetos privados se inscribe en esta pluralidad. Los ejemplos son bien conocidos:
instalaciones deportivas, transportes, actividades culturales, servicios feriales,
publicaciones, servicios educativos en determinados supuestos, etc. No son
servicios esenciales, como hemos indicado, pero tampoco son actividades
privadas de la Administración (personificación privada y una negociación
también privada) dado que son prestadas en régimen de Derecho Público. Son,
pues, actividades distintas de los servicios esencialmente públicos (registro,
certificación, autorizaciones, vigilancia, inspección, licencias, etc.) que son,
como es sabido, generadores de tasas.

La segunda razón que ha producido la figura de los precios públicos ha sido
la conveniencia de no someter esta categoría al régimen más estricto y formal
de las tasas (concretamente, mayor extensión en éstas de la reserva de ley y
del principio de capacidad económica). En otras palabras, no aplicar el régimen
tributario a actividades no esencialmente públicas y sí otro más rápido y flexible
y, en definitiva, más próximo al mercado, máxime considerando que estas acti-
vidades se prestan en concurrencia con sujetos privados.

Ciñéndonos a las actividades de Derecho Público (y prescindiendo por tanto
de las privadas) es posible, como hemos visto, distinguir las esencialmente
administrativas de las que no tienen este carácter. Ahora bien, si estas últimas
resultan obligatorias (de derecho o de hecho) para los administrados por la falta
de oferta privada, la actividad deviene esencial para éstos y, en consecuencia,
para la Administración dada la responsabilidad propia de todo oferente único
(servicios de abastecimiento de aguas, de recogida de residuos, de alcantari-
llado, etc.) o todavía más claramente la ocupación temporal de suelo público o
la utilización de instalaciones administrativas en que la situación de monopolio
es aún más visible. Ya hemos visto como la Ley de Tasas considera estos
supuestos, expresamente, cómo una tasa. En resumen, la obligatoriedad para el
administrado de una determinada actividad administrativa cambia la naturaleza
de ésta convirtiéndola en esencial. Es precisamente esta obligatoriedad de
hecho la que reduce de manera muy importante los supuestos que dan lugar a
la categoría de precios públicos.

La Ley 25/1998 otorgó una nueva redacción al artículo 24 de la LTPP fijando
un nuevo concepto de la figura que estudiamos: «Tendrán la consideración de
precios públicos las contraprestaciones pecuniarias que se satisfagan por la
prestación de servicios o la realización de actividades efectuadas en régimen de
Derecho público cuando, prestándose también tales servicios o actividades por
el sector privado, sean de solicitud voluntaria por parte de los administrados».

PARAFISCALIDAD

La parafiscalidad ha sido otra figura que ha levantado dudas sobre su carácter
tributario. Avanzar en su mejor delimitación ha sido una tarea tradicional de la
doctrina que ha contribuido a un esclarecimiento de la misma. Históricamente,
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la esencia de esta figura ha sido fijada en aspectos diversos: su carácter extra-
presupuestario, la afectación del ingreso, su exigencia por las Administraciones
descentralizadas, su atribución a entidades y personas no estrictamente admi-
nistrativas, etc. En la medida que el ordenamiento constitucional ha seguido una
línea rigurosa de atribución de poderes y, en consecuencia, una mejor definición
e interpretación de la reserva de ley, el fenómeno de la parafiscalidad ha ido
reduciendo su importancia. La reserva de ley exige que la creación de tributos
(prestaciones patrimoniales coactivas) sea hecha por una norma con valor de
ley. Los tributos se afectan al gasto público y, en consecuencia, sólo son debidos
a Administraciones Públicas. Finalmente, el principio de universalidad presu-
puestaria impide el establecimiento y supervivencia de gastos e ingresos fuera
del Presupuesto mismo.

En resumen, el avance del constitucionalismo ha significado una delimita-
ción y clarificación importantes de institutos jurídicos como el tributo y el Pre-
supuesto, así como una atribución de Poder Financiero estricta (tanto en el
ingreso como en el gasto públicos). Todo ello tenía que significar un retroceso
conceptual y práctico de la parafiscalidad, fenómeno confuso surgido muchas
veces más al amparo de poderes fácticos que de la Ley Fundamental misma.

El ordenamiento constitucional-financiero español permite el avance apun-
tado. La Constitución dispone en su artículo 31.3 que «sólo podrán establecerse
prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la
ley». Cualquiera que sea la esencia de la parafiscalidad no hay duda de su carácter
de prestación patrimonial y, por ello, de su inclusión en la reserva de ley que
acabamos de transcribir. Por otra parte, la relación parafiscalidad-carácter extra-
presupuestario de los ingresos ha sido delimitada por la misma Constitución al
disponer que «los Presupuestos Generales del Estado... incluirán la totalidad de
los gastos e ingresos del sector público estatal...» (art. 134.2). En definitiva, no
cabe ya parafiscalidad de la Administración por el carácter extrapresupuestario
de los ingresos de que se trate.

Como ya se ha señalado a lo largo de este Capítulo, tras la aprobación de la
Ley 8/2017 se eliminó de nuestra legislación tributaria la figura de las exacciones
parafiscales, introduciéndose en cambio el concepto de «prestaciones patrimo-
niales de carácter público», las cuales son de exigibilidad coactiva, pudiendo
diferenciarse la existencia de dos categorías. En primer lugar, las prestaciones
tributarias, que serán aquellas que tengan la consideración de tasas, contribu-
ciones especiales e impuestos. Y, en segundo término, las no tributarias, a saber,
las demás que atiendan a fines de interés general, diferenciadas de las tasas y
de los precios públicos.

Históricamente la sistematización de la LGT no ha dejado lugar,
en un plano conceptual, a la parafiscalidad dentro del círculo
estricto de las Administraciones Públicas a que nos venimos refi-
riendo: o son tasas (por contemplar una actividad administrativa) o son
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impuestos (por no hacerlo). En la actualidad la vigente Disposición
Adicional Primera la LGT ha pasado a denominarse «prestaciones
patrimoniales de carácter público» en lugar de «exacciones parafisca-
les», definiéndolas como aquellas prestaciones patrimoniales de carác-
ter público que se exigen con carácter coactivo, las cuales pueden tener
carácter tributario (tasas, contribuciones especiales e impuestos) o no
tributario (las demás prestaciones que exigidas coactivamente respon-
dan a fines de interés general). Las llamadas «prestaciones patrimo-
niales de carácter público» tendrán la consideración de «tributarias»
cuando dichas prestaciones tengan la consideración de tasas, contribu-
ciones especiales e impuestos a las que se refiere el art. 2 de la LGT,
adquiriendo en cambio la consideración de prestaciones de «carácter
público no tributarias» aquellas otras que, teniendo tal consideración,
se exijan por prestación de un servicio gestionado de forma directa
mediante personificación privada o mediante gestión indirecta. En con-
creto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación de
obras o la prestación de servicios, en régimen de concesión o socieda-
des de economía mixta, entidades públicas empresariales, sociedades
de capital íntegramente público y demás fórmulas de Derecho privado.

Se configuran así estas contraprestaciones económicas que se perciban
por la explotación de obras públicas o por la prestación de servicios
públicos como una nueva modalidad de «prestaciones patrimoniales de
carácter público no tributario», de acuerdo con la categoría prevista
para el ámbito local en el art. 2.2 del TRLRHL. Esta nueva categoría
(las prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario) pre-
senta una naturaleza jurídica distinta a la de la tasa (en la medida en que
se configura como una prestación pública de carácter no tributario) y a
la de los precios públicos (al exigir estos, como es sabido, que sean de
solicitud voluntaria por parte de los administrados).

Las prestaciones patrimoniales de carácter público podrán calificarse
como prestaciones tributarias cuando tengan la consideración de tasas,
contribuciones especiales e impuestos y consistan en prestaciones
pecuniarias exigidas por una Administración Pública como consecuen-
cia de la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula el deber
de contribuir, con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios
para el sostenimiento de los gastos públicos. Y, de cara a la considera-
ción de dichas prestaciones patrimoniales de carácter público como
tasas, será necesario que sometan a gravamen la prestación de servi-
cios o la realización de actividades en régimen de Derecho público que
se refieran, afecten o beneficien de modo particular al obligado tribu-
tario, cuando los servicios o actividades no sean de solicitud o recepción
voluntaria para los obligados tributarios o no se presten o realicen por
el sector privado.
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Tratándose de prestaciones patrimoniales de carácter público que no
tienen naturaleza tributaria, éstas serán las demás prestaciones que,
exigidas coactivamente, respondan a fines de interés general. Las cita-
das prestaciones patrimoniales de naturaleza no tributaria aparecen así
delimitadas por los rasgos de la coactividad (que no puede considerarse
específica y distintiva de las prestaciones patrimoniales públicas no
tributarias) y la finalidad de interés general.

A la luz de la reforma introducida en la Disp. Adic. Primera de la LGT,
determinadas formas de gestión de las prestaciones patrimoniales de
carácter público no tributarias (caso de las gestionadas de forma directa
o indirecta mediante personificación privada o mediante gestión indi-
recta) podrán ser acometidas con las atribuciones propias de las pres-
taciones patrimoniales de carácter público (presunción iuris tatum y
autoejecutividad) cuando se gestionen directamente por las Adminis-
traciones Públicas.

En la práctica habrá que estar al contenido de la ley que, en cada caso,
cree y regule este tipo de ingresos públicos, procediendo a fijar todos
los extremos que definan una prestación patrimonial de carácter
público sin que, por el mero hecho de ser públicos, deban considerarse
afectados por la normativa tributaria, sea esta general o especial. Y ello
sin perjuicio de que aquella ley que regule una concreta prestación
patrimonial de carácter público no tributaria pueda remitirse a normas
tributarias, debiendo hacerlo de forma expresa y concreta.

La STC de 5 de mayo de 2019 terminó de zanjar el debate jurídico suscitado
sobre la financiación de servicios públicos coactivos mediante tarifas, al admitir
de forma indubitada esta opción denominando a la prestación patrimonial pública
no tributaria «tarifa». De acuerdo con lo declarado por el intérprete supremo de
nuestra Constitución a través del citado pronunciamiento las tarifas son ingre-
sos privados de los prestadores del servicio, no hallándose referida la coactividad
del servicio a la exacción de la tarifa por una Administración Pública sino, por el
contrario, a la naturaleza del servicio, que será coactivo cuando resulte esencial
para la vida privada o social del administrado y cuando sea prestado en régimen
de monopolio. Tal y como precisa además el TC la financiación de un servicio
público puede hacerse de varias formas, con ingresos tributarios o no tributa-
rios. Y ni la Constitución ni el Tribunal Constitucional han limitado nunca estas
formas de financiación a una sola. Con carácter adicional en aquellos casos en
los que el Estado y las CCAA presten servicios esenciales y coactivos a través
de concesionarios no tendrán que aprobar las tarifas mediante ley, ya que la
propia Ley 8/2017 «colma» dicha exigencia, siendo respetada la reserva de ley
del art. 31.3 CE.

Tal y como se ha indicado con anterioridad la Ley 38/2022, de 27 de diciem-
bre, procedió a introducir dos nuevas prestaciones patrimoniales de carácter no
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tributario, a saber, los comúnmente conocidos como gravámenes temporales
energético y de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito.
Sin perjuicio del análisis que se efectuará con posterioridad de ambas figuras
(las cuales no se hallan vigentes en la actualidad) baste señalar aquí que ambas
prestaciones presentaron en realidad los elementos típicos de un tributo, dado
que su presupuesto de hecho estaba constituido por hechos que ponían de
relieve la capacidad económica, siendo ambas gestionadas como un tributo e
ingresándose en el Tesoro Público para financiar el gasto público. Su naturaleza
jurídica era por tanto tributaria y, más precisamente, impositiva. Pues bien, en
la medida en que toda contribución coactiva al sostenimiento del gasto público
debe sujetarse a los principios constitucionales, no parece que un mero cambio
de nombre justifique la sustracción a las exigencias materiales de justicia cons-
titucionalmente previstas para tales contribuciones coactivas. Estas prestacio-
nes patrimoniales de carácter público no tributarias constituyen además obli-
gaciones de pago que deben establecerse por norma con rango de Ley, resul-
tando coactivas y debiendo tener una inequívoca finalidad de interés público.

LOS LLAMADOS TRIBUTOS CON FINES NO FISCALES

La distinta tipología tributaria enumera, en ocasiones, una categoría de tri-
butos que se distinguen por su naturaleza no fiscal; son figuras que no buscan
allegar recursos monetarios a las Administraciones Públicas de manera genérica
para hacer frente a los gastos públicos (como los demás tributos) y sí otras fina-
lidades no financieras: hacer frente a los costes sociales derivados de determi-
nados consumos, defender el medio ambiente, desalentar actividades concretas
que se consideran lesivas para el interés público, etc. Este tipo de figuras ha
proliferado en las últimas décadas debido a la eficacia probada de la técnica tri-
butaria (obligación legal y recaudación ejecutiva) superior a cualquier otra de
carácter coactivo e, igualmente, a su capacidad de adaptación a fenómenos masi-
vos frente a lo que sucede, normalmente, en el círculo del Derecho Sancionador,
donde esta capacidad de adaptación y resolución es más lenta.

La gran cuestión es si cabe hablar de tributos con fines no fiscales o si, por
el contrario, esta pretendida categoría es esencialmente contradictoria. En
nuestra opinión, esta segunda afirmación es la correcta. Los tributos tienen hoy
en el Estado moderno una finalidad esencialmente financiera sin perjuicio de
que, al mismo tiempo (coyuntural y parcialmente), puedan contribuir a otros
objetivos. Además, siempre gravan hechos lícitos, lo que les distingue clara-
mente de las medidas propias del Derecho Sancionador. Se trata de una tele-
ología que ha sido establecida, incluso en las leyes fundamentales. La Consti-
tución Española es un buen ejemplo: «Todos contribuirán al sostenimiento de
los gastos públicos... mediante un sistema tributario justo...». Por otra parte, la
Ciencia Jurídica (no sólo el Derecho Tributario) ha concedido un importante
efecto sistematizador a la licitud de los hechos jurídicos. En resumen, como
hemos dicho, el tributo grava hechos lícitos y, como tales, conformes al orde-
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namiento jurídico. Si un hecho es ilícito, el ordenamiento reacciona con la apli-
cación de otra figura jurídica (indemnización, sanción, medida coactiva, etc.).
Finalmente, y como ya vimos al estudiar el tributo como categoría general, éste
debe gravar manifestaciones concretas de capacidad económica.

A la vista de estas consideraciones podemos llegar a algunas conclusiones
ante los llamados tributos no fiscales. Para ello, debemos examinar por separado
distintas situaciones que pueden darse en relación con esta categoría, rodeada,
muchas veces, de una importante confusión:

Que graven hechos lícitos y que manifiesten además capacidad
económica. Estaremos en presencia de un tributo, y concretamente,
de un impuesto; y ello, aunque el hecho gravado no sea conveniente
individual y socialmente (p. ej., consumo de alcohol, de determinados
carburantes, juego, etc.); el que el hecho gravado pueda ser más o
menos aconsejable para la sociedad y que termine generando un «coste
social» no le convierte en un acto ilícito merecedor de una sanción
jurídica.

Que los llamados tributos con fines no fiscales graven hechos
ilícitos (calificados así por el ordenamiento). En este caso estaremos
en presencia de una sanción en sentido estricto o de medidas adminis-
trativas coactivas que con distinto nombre tratan de prevenir o resarcir
conductas o hechos ilícitos. Pero en ningún caso en presencia de un
tributo. Si lo que se pretende es que la comisión de un ilícito genere
una obligación de resarcimiento hay que acudir al Derecho Sancionador
y no al Derecho Tributario. Es aquel grupo normativo el que permite
adecuar la culpabilidad del sujeto y la antijuridicidad de la acción.

Capítulo X. Tributo: Concepto y Tipos

141



1.

–

SUMARIO:

Capítulo XXIV

Infracciones Tributarias

1. TIPICIDAD Y LÍMITES DE SU ESTABLECIMIENTO. 2. CLASIFICA-
CIÓN. 3. PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY. 4. ANTIJURIDICIDAD.
5. CULPABILIDAD. 6. IMPUTABILIDAD.

La infracción tributaria constituye una violación del ordenamiento jurídico
y, por ello mismo, un hecho ilícito. Las propias normas, al igual que con cualquier
otra ruptura de la legalidad, establecen una reacción que consiste en una sanción
al sujeto infractor. A cada infracción corresponde, pues, una sanción. En resu-
men, el esquema científico de la infracción y sanción del Derecho tribu-
tario es esencialmente el mismo que el de cualquier otro ordenamiento
sancionador. El ordenamiento español ha hecho frente a las transgresiones de
las normas tributarias a través de dos conjuntos de figuras sancionadoras:
infracción-sanción y delito-pena. La gravedad de la violación medida en términos
de antijuridicidad y culpabilidad es la que determina una u otra calificación.

El establecimiento de las infracciones tributarias debe ser hecho por ley.
Cualquiera que sea el fundamento político y racional de la reserva de ley que se
adopte y que vimos en su momento las citadas infracciones quedan cubiertas
por este principio constitucional.

Al igual que sucede en cualquier otro ordenamiento sancionador, se exige
para que la infracción nazca una serie de requisitos que deben ser observados
escrupulosamente.

TIPICIDAD Y LÍMITES DE SU ESTABLECIMIENTO

La infracción debe consistir en el incumplimiento de una norma legal
o de un precepto concreto claramente delimitado, especificado y carac-
terizado y, además, en vigor. Este incumplimiento puede ser realizado
a través de una acción (una actividad del sujeto que realiza indebida-
mente un mandato de la norma) o de una omisión (no realización en
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toda su extensión y precisión de ese mismo precepto). Siendo el tributo
una obligación legal (pagar una suma de dinero) para cuya determina-
ción y cuantificación se precisa la realización de determinadas obliga-
ciones de hacer, parece claro que la mayor parte de las infracciones
consistirán en una omisión. No obstante, el deber a cargo de los sujetos
pasivos de cuantificar la obligación lleva a la comisión de una parte
considerable de las infracciones por acción.

El precepto legal que se infringe debe estar claramente establecido en
la norma jurídica. El principio de presunción de inocencia no tiene un
carácter penal en sentido estricto sino sancionador y se extiende obvia-
mente al campo que examinamos. No hace falta decir que la interpre-
tación administrativa que pueda efectuarse en relación con las infrac-
ciones no vincula a los sujetos pasivos, como no lo hace ninguna inter-
pretación de esta naturaleza.

La obligación material o formal que se infringe debe estar establecida
totalmente (en todos sus elementos) por la ley. No cabe que la norma
de que se trate sea integrada por su similitud con otra que regula un
presupuesto de hecho semejante. En otras palabras, no es admisible la
aplicación de la analogía para completar el precepto que se considere
infringido. El hecho que se califica como infracción debe ser abstracto
pero completamente determinado y delimitado. Es decir, caracteri-
zado. Todo ello contribuye a su diferenciación de otros hechos y cons-
tituye, en definitiva, su tipicidad.

La ley que establece la infracción sólo se aplica a los incumplimientos
que hayan tenido lugar a partir de su promulgación. En otras palabras,
las infracciones tributarias, las normas que las establecen, no pueden
ser retroactivas.

La definición de la figura que estudiamos está contenida en el artículo
183 de la LGT: «Son infracciones tributarias las acciones u omisiones
dolosas o culposas con cualquier grado de negligencia que estén tipifi-
cadas y sancionadas como tales en esta u otra ley». Interesa ahora la
primera parte de la definición. La recepción de las acciones y omisiones
es, evidentemente, correcta de acuerdo con lo que hemos indicado
anteriormente. La referencia a la tipificación también es obligada y
acertada. Su establecimiento debe ser, además, general (para todos los
hechos que reúnan esos requisitos) y abstracto (no establecido en con-
templación de un sujeto determinado).

La referencia, por otra parte, a que las acciones y omisiones estén san-
cionadas en las leyes es lógica y necesaria. Se trata de una exigencia
de la antijuridicidad como elemento de la infracción. Si ésta implica una
lesión a una norma legal la sanción es una consecuencia obligada.
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CLASIFICACIÓN

La LGT establece un amplio abanico de tipos de infracciones tributarias,
exceptuando las de contrabando, que quedan fuera de ella. En la relación de tales
tipos que hacen los artículos 191 y siguientes de la misma ley se incluyen los
que significan una lesión económica y directa a la Administración tributaria (el
paradigma aquí es dejar de ingresar la deuda) y los que suponen la transgresión
de deberes tributarios (prestaciones de hacer) y que la ley denomina como obli-
gaciones formales, como vimos en su momento.

Dentro de cada uno de estos tipos se hace a su vez una nueva clasificación
distinguiéndose entre infracciones leves, graves o muy graves.

En síntesis, los tipos de infracciones son:

Dejar de ingresar.

Presentación incompleta o incorrecta de declaraciones.

Obtención indebida de devoluciones.

Solicitud indebida de beneficios fiscales.

Acreditación indebida de partidas positivas o negativas o créditos tri-
butarios.

Imputar incorrectamente bases tributarias, rentas o resultados.

Imputar incorrectamente deducciones o bonificaciones.

No presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin que se
produzca perjuicio económico.

Contestaciones incorrectas a requerimientos individualizados de infor-
mación.

Incumplimiento de obligaciones contables y registrales.

Incumplimiento de obligaciones de facturación o documentación.

Utilización indebida del NIF u otro código.

Obstrucción a las actuaciones de la Administración tributaria.

Incumplimiento del deber de sigilo.

Comunicación incorrecta de datos al pagador.

No entregar el certificado de retenciones.

La Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de reforma de la LGT, introdujo un
artículo 206. bis relativo a la infracción en supuestos de conflicto en la aplicación
de la norma tributaria, integrándose un nuevo tipo infractor específico para los
supuestos de regularización a través de la citada figura acudiendo a la configu-
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ración de un conjunto de elementos tales como la tasación del resultado de la
acción (estableciendo cuatro posibles supuestos) y la sanción correspondiente
a cada uno de ellos, añadiendo la incompatibilidad con otros preceptos y la posi-
ble aplicación de las normas sobre reducción de las sanciones. El presupuesto
de hecho que determina la aplicación de la sanción requiere que la acción del
obligado tributario se hubiese realizado en contra del criterio administrativo
preexistente que hubiese calificado como abusivo un negocio u operación sus-
tantivamente análoga a la que está en el origen de la obligación tributaria que
es objeto de regularización. Asimismo se requiere que dicho criterio de la Admi-
nistración (fundamentado en los informes de la Comisión consultiva) se haya
hecho público antes de que hubiese comenzado el plazo de presentación de la
declaración o autoliquidación de la obligación objeto de regularización. El Real
Decreto 2063/2004, de 15 de octubre por el que se aprueba el Reglamento
general del Régimen Sancionador Tributario (RRST), siguiendo a la LGT, esta-
blece en su artículo 3.º normas sobre la calificación unitaria de la infracción:
«Cada infracción tributaria se calificará de forma unitaria como leve, grave o muy
grave, de acuerdo con lo dispuesto en este capítulo y conforme al resultado de
analizar globalmente la conducta realizada en relación con la infracción...». Este
mismo precepto contiene una regla específica para el caso de que una verifica-
ción administrativa se refiera a varios ejercicios: «Cuando en un mismo proce-
dimiento de verificación de datos, comprobación limitada o inspección se com-
prueben varios períodos impositivos o de liquidación se considerará, a efectos
de su calificación, que existe una infracción, en relación con cada uno de los
distintos supuestos de infracción tipificados por la ley, por cada tributo objeto
del procedimiento». La Ley 7/2012, de 29 de octubre, detalló la clasificación de
las infracciones por presentar incorrectamente declaraciones o autoliquidacio-
nes a requerimientos individualizados de información. Igualmente, la infracción
tributaria por resistencia a las actuaciones de la Administración tributaria.

El Real Decreto 1072/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el
RRST, eliminó la responsabilidad por infracción formal por falta de presentación
de la declaración por medios electrónicos o telemáticos cuando la declaración
se hubiera presentado por otros medios y siempre que se presente la declara-
ción por medios electrónicos o telemáticos antes de cualquier requerimiento
previo efectuado por la Administración tributaria o inicio de procedimiento san-
cionador. Asimismo se establecen las reglas a aplicar en el caso de retraso en
la obligación de llevar los Libros Registro a través de la Sede Electrónica de la
AEAT con la finalidad de aclarar determinadas cuestiones que no han sido tra-
tadas con detalle en la LGT. A tal efecto se define qué se considera retraso en
la llevanza electrónica de los Libros Registro para que se cometa la infracción
con el objeto de diferenciar esta conducta de la omisión contemplada legalmente.

Por su parte la Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de prevención y lucha
contra el fraude fiscal, introdujo nuevos tipos de infracción tributaria. En primer
lugar, y en relación con la obligación impuesta a aquellos sistemas informáticos
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o electrónicos que soporten procesos contables o de gestión empresarial para
que se ajusten a ciertos requisitos que garanticen la integridad, conservación,
trazabilidad e inviolabilidad de los registros de operaciones sin interpolaciones,
omisiones o alteraciones de las que no quede la debida anotación en los sistemas
mismos, el art. 201.bis.1 de la LGT califica como infracción tributaria grave
aquellas actuaciones que permitan llevar contabilidades distintas (una contabi-
lidad A y otra B), figurando en esta última las operaciones no declaradas y que
conduzcan a no reflejar, total o parcialmente, la anotación de transacciones rea-
lizadas, registrar transacciones distintas a las anotaciones realizadas o alterar
transacciones ya registradas incumpliendo la normativa aplicable. Igualmente
constituyen conductas infractoras aquellas que no cumplan con las especifica-
ciones técnicas que garanticen la integridad, conservación, accesibilidad, legi-
bilidad, trazabilidad e inalterabilidad de los registros, así como su legibilidad por
parte de los órganos competentes de la Administración tributaria.

Tal y como se ha indicado la citada infracción se tipifica como grave en todo
caso sancionándose, salvo para el caso de la ausencia de certificación, con una
multa fija pecuniaria fija de 150.000 euros por cada ejercicio económico en el
que se hayan producido ventas y por cada tipo distinto de sistema o programa
informático o electrónico que sea objeto de la infracción. La relativa a la ausencia
de certificación será de 1.000 euros por cada sistema o programa comercializado
sin dicho certificado.

Un segundo tipo infractor diseñado al efecto (art. 201.bis.2 de la LGT) es el
que se proyecta, no ya sobre quienes fabrican, producen o comercializan estos
sistemas o programas sino, de forma genérica, sobre el tenedor del mismo. Este
segundo tipo está constituido por la tenencia de sistemas o programas que no
se ajusten a lo establecido en el art. 29.2.j) de la Ley, cuando los mismos no
estén debidamente certificados teniendo que estarlo por disposición reglamen-
taria o cuando se hayan alterado o modificado los dispositivos certificados. Se
trata también de una infracción grave, cuya sanción consiste en multa pecuniaria
fija de 50.000 euros por cada ejercicio. Quedan incluidos dentro de este tipo los
usuarios (a los que les alcanza la obligación prevista en el citado art. 29.j de la
Ley) y, con carácter general, cualquier otro sujeto que esté en posesión de
aquellos. Ambas infracciones son incompatibles entre sí, siendo preferente la
prevista en el apartado 1 del art. 201. bis de la LGT.

La citada Ley 11/2021, de 9 de julio, tipifica asimismo como infracción tri-
butaria el incumplimiento de las nuevas obligaciones informativas introducidas
referidas a la tenencia y operativa con las llamadas criptomonedas. De una parte,
una obligación de suministro de información sobre los saldos que mantienen los
titulares a cargo de quienes proporcionen servicios en nombre de terceros para
salvaguardar claves criptográficas privadas que posibilitan la tenencia y utiliza-
ción de tales monedas (incluidos los proveedores de servicios de cambio de las
citadas monedas, si también prestan el mencionado servicio de tenencia). A este
respecto se modificó la Disposición Adicional 18.ª de la LGT [que fue introducida
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por la Ley 7/2012, de 29 de octubre, relativa a la obligación de información sobre
bienes y derechos situados en el extranjero], introduciéndose la obligación de
informar sobre las monedas virtuales situadas en el extranjero de las que se sea
titular o respecto de las cuales se tenga la condición de beneficiario o autorizado
o de alguna otra forma se ostente poder de disposición, custodiadas por personas
o entidades que proporcionan servicios para salvaguardar claves criptográficas
privadas en nombre de terceros, para mantener, almacenar y transferir monedas
virtuales. Asimismo se introdujo una obligación de suministrar información
relativa a las operaciones sobre monedas virtuales (adquisición, transmisión,
permuta, transferencia, cobros y pagos) en las que intervengan dichas personas
o entidades, extendiéndose además esta última obligación a quienes realicen
ofertas iniciales de nuevas monedas virtuales. Como ya se ha señalado el desa-
rrollo reglamentario de la citada regulación legal ha quedado recogido en el Real
Decreto 249/2023, de 4 de abril, que procede a concretar el contenido de la
información a suministrar, determinando algunas reglas de valoración necesa-
rias para que el suministro de la información pueda efectuarse en la moneda de
curso legal y desarrollando reglamentariamente la obligación de informar acerca
de las monedas virtuales situadas en el extranjero mediante la inclusión de los
nuevos arts. 39 bis, 39 ter y 42 quater en el Real Decreto 1065/2007.

Por lo que respecta en particular a las sanciones a imponer por el incumpli-
miento de esta obligación introducida en la Disp. Adic. 18.ª de la LGT, inicial-
mente se estableció que la sanción consistiría en multa pecuniaria fija de 5.000
euros por cada dato o conjunto de datos referidos a cada moneda virtual indivi-
dualmente considerada según su clase que hubiera debido incluirse en la decla-
ración o hubieran sido aportados de forma incompleta, inexacta o falsa, con un
mínimo de 10.000 euros. E idéntico importe se aplicaría en caso de incumpli-
miento de la obligación de informar sobre títulos, activos, valores, derechos,
seguros y rentas depositados, gestionados u obtenidas en el extranjero referidos
a cada elemento patrimonial individualmente considerado según su clase, que
hubiera debido incluirse en la declaración o hubieran sido aportados de forma
incompleta, inexacta o falsa, con un mínimo de 10.000 euros. La sanción sería,
además, de 100 euros por cada dato o conjunto de datos referidos a cada moneda
virtual individualmente considerada según su clase, con un mínimo de 1.500
euros, cuando la declaración hubiese sido presentada fuera de plazo sin reque-
rimiento previo de la Administración tributaria, existiendo así un retraso en la
entrega de la información relacionada con las criptomonedas en cartera. Y se
sancionaría también la presentación de la declaración por medios distintos a los
electrónicos, informáticos y telemáticos cuando exista obligación de hacerlo por
dichos medios.

Con posterioridad, sin embargo, tras la aprobación de la Ley 5/2022, de 9 de
marzo, se otorgó nueva redacción a la Disposición Adicional Decimoctava de la
Ley General Tributaria, eliminándose con carácter general el régimen sancio-
nador previsto para el incumplimiento de la obligación de información sobre
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bienes y derechos situados en el extranjero, y sustituyéndose el mismo por el
régimen general recogido en la Ley General Tributaria, de manera que las san-
ciones a imponer a este respecto no podrán superar el 50% de la cuota defrau-
dada.

Por último, la Ley 11/2021 tipifica como infracción tributaria el incumpli-
miento de la obligación de respetar el límite de 1.000 euros impuesto tanto a
empresarios y profesionales como a particulares a la hora de efectuar pagos en
efectivo. Los pagos que se efectúen por encima de dicho importe habrán de
realizarse a través de medios que aseguren su trazabilidad para combatir la eco-
nomía sumergida. Si bien en su redacción inicial el Proyecto de Ley mantenía
el límite de 2.500 euros para los pagos realizados entre particulares al objeto de
evitar el impacto de la modificación en las economías domésticas finalmente, a
resultas de la introducción de una Enmienda en el citado Proyecto de Ley, se
dispuso la prohibición de los pagos en efectivo superiores a 1.000 euros también
cuando sean efectuados por particulares a profesionales, al ser de aplicación
dicho límite a aquellas operaciones en las que «alguna de las partes intervinien-
tes actúe en calidad de empresario o profesional». Se suprimió así el anterior
límite de 2.500 euros inicialmente fijado para el supuesto de que el pagador sea
una persona física y no actúe en calidad de empresario o profesional.

Con carácter adicional la citada regulación disminuyó el límite de pago en
efectivo de 15.000 a 10.000 euros en el caso de particulares con domicilio fiscal
fuera de España. Concretamente el límite fijado en el importe correspondiente
a pagos efectuados en efectivo es de 10.000 euros o su contravalor en moneda
extranjera cuando el pagador sea una persona física que justifique que no tiene
su domicilio fiscal en España y no actúe en calidad de empresario o profesional.
El eventual incumplimiento de estas limitaciones a los pagos en efectivo es
constitutivo de infracción grave de la que responden de forma solidaria tanto el
pagador como el receptor.

En virtud de lo anterior se contempla la imposición de multas a los infrac-
tores de la citada regulación por el 25% de la cuantía abonada, tratándose de una
multa proporcional a aplicar sobre la base de la sanción, que será la cuantía
pagada en efectivo. El eventual incumplimiento de estas limitaciones a los pagos
en efectivo es constitutivo de infracción de la que responden de forma solidaria
tanto el pagador como el receptor. La infracción será grave y la base de la sanción
vendrá determinada por la cuantía pagada en efectivo (no el exceso de la cantidad
que, en su caso, se abone) en las operaciones de importe igual o superior a 1.000
euros o 10.000 euros, o su contravalor en moneda extranjera, según se trate de
uno u otro de los supuestos que se recogen en la normativa, constituyendo la
sanción una multa del 25% de la base de la sanción. Al tratarse de infracciones
de estructura sencilla, acreditados los hechos objetivos del tipo ha de conside-
rarse que, al menos, la negligencia del sujeto concurre igualmente, salvo que se
alegue y demuestre una causa especial de exclusión de la culpabilidad.
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Al margen de lo anterior la Ley 10/2020, de 29 de diciembre, por la que se
modifica la Ley 58/2003 con la finalidad de acometer la transposición de la
Directiva (UE) 2018/822 del Consejo, de 25 de mayo de 2018, que modifica la
Directiva 2011/16/UE por lo que se refiere al intercambio automático y obliga-
torio de información en el ámbito de la fiscalidad en relación con los mecanismos
transfronterizos sujetos a comunicación de información, introdujo una Disposi-
ción Adicional 23.ª en la Ley General Tributaria relativa a la obligación de infor-
mación sobre mecanismos transfronterizos de planificación fiscal en virtud de
la cual se tipifican como infracciones tributarias: la falta de presentación en plazo
de las declaraciones informativas a que se refiere la citada Disposición; la pre-
sentación de forma incompleta, inexacta o con datos falsos de las declaraciones
informativas; y la presentación de las declaraciones informativas a que se refiere
esta Disposición Adicional por medios distintos a los electrónicos, informáticos
y telemáticos en aquellos supuestos en que hubiera obligación de hacerlo por
dichos medios.

Si el intermediario no informase a Hacienda en plazo acerca de los movi-
mientos de sus clientes la infracción sería grave y la sanción consistiría en multa
pecuniaria fija de 2.000 euros por cada dato o conjunto de datos referidos a un
mismo mecanismo que hubiera debido incluirse en la declaración, con un
mínimo de 4.000 euros y un máximo equivalente al importe de los honorarios
percibidos o a percibir por cada mecanismo o al valor del efecto fiscal derivado
de cada mecanismo calculado en los términos reglamentariamente establecidos,
dependiendo de que el infractor sea el intermediario o el obligado tributario
interesado, respectivamente. El límite máximo no se aplicará cuando el mismo
fuera inferior a 4.000 euros.

Y si el intermediario presentase la declaración informativa de forma incom-
pleta, inexacta o con datos falsos de las declaraciones informativas, la infracción
será grave y la sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 2.000 euros por
cada dato o conjunto de datos omitido, inexacto o falso referidos a un mismo
mecanismo que hubiera debido incluirse en la declaración con un mínimo de
4.000 euros y un máximo equivalente al importe de los honorarios percibidos o
a percibir por cada mecanismo o al valor del efecto fiscal derivado de cada meca-
nismo calculado en los términos reglamentariamente establecidos, dependiendo
de que el infractor sea el intermediario o el obligado tributario interesado, res-
pectivamente. El límite máximo no se aplicará cuando el mismo fuera inferior a
4.000 euros.

Con carácter adicional es objeto de sanción la presentación de las declara-
ciones informativas por medios distintos a los electrónicos, informáticos y tele-
máticos en aquellos supuestos en los que hubiera obligación de hacerlo por
dichos medios. En este caso la infracción será grave, consistiendo la sanción en
multa pecuniaria fija de 250 euros por dato o conjunto de datos referidos a un
mismo mecanismo que hubiera debido incluirse en la declaración con un mínimo
de 750 euros y un máximo de 1.500 euros.
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La citada Ley 10/2020 introdujo además en la LGT una Disposición Adicional
Vigésima Cuarta en virtud de la cual los intermediarios eximidos por el deber
de secreto profesional de la presentación de la declaración de los mecanismos
transfronterizos de planificación fiscal han de comunicar fehacientemente dicha
exención a los demás intermediarios y obligados tributarios interesados que
participen en los citados mecanismos, sobre quienes recaerá la obligación de
presentar la declaración, en los términos establecidos reglamentariamente. Por
su parte aquellas personas o entidades que tuvieran la condición legal de obli-
gados a declarar y que hubieran presentado la declaración deben comunicar
fehacientemente su presentación al resto de intermediarios o, en su caso, al
resto de obligados tributarios interesados, quienes, en virtud de aquella, que-
darán eximidos de la obligación de declarar. Al amparo de estas nuevas obliga-
ciones de comunicación constituyen infracciones tributarias, en primer lugar, la
falta de comunicación impuesta a los intermediarios eximidos por el deber de
secreto profesional de la presentación de la declaración de los mecanismos
transfronterizos de planificación fiscal (que, como se ha indicado, han de comu-
nicar fehacientemente dicha exención a los demás intermediarios y obligados
tributarios interesados que participen en los citados mecanismos) en el plazo
establecido o la realización de la comunicación omitiendo datos o incluyendo
datos falsos, incompletos o inexactos. La citada infracción es considerada leve
y se sanciona con una multa pecuniaria fija de 600 euros. Ahora bien dicha
infracción tendrá la consideración de grave cuando la ausencia de comunicación
en plazo concurra con la falta de declaración del correspondiente mecanismo
transfronterizo de planificación fiscal por otro intermediario o, en su caso, por
el obligado tributario interesado que hubieran debido presentar la declaración
si se hubiese realizado dicha comunicación.

Por último, y dentro igualmente del ámbito de estas obligaciones entre par-
ticulares derivadas de la obligación de información de los mecanismos trans-
fronterizos de planificación fiscal, constituye infracción tributaria la falta de
comunicación en el plazo establecido impuesta a las personas o entidades que
tuvieran la condición legal de obligados a declarar y que hubieran presentado la
declaración (quienes, como se ha indicado, han de comunicar fehacientemente
su presentación al resto de intermediarios o, en su caso, al resto de obligados
tributarios interesados los cuales, en virtud de aquella, quedan eximidos de la
obligación de declarar) o bien la realización de la comunicación omitiendo datos
o incluyendo datos falsos, incompletos o inexactos. Esta infracción también es
considerada leve y se sanciona con una multa pecuniaria fija de 600 euros.

Con posterioridad la Ley 13/2023, de 24 de mayo, por la que se modifican la
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en transposición de la
Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de marzo de 2021, por la que se
modifica la Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el
ámbito de la fiscalidad, y otras normas tributarias, en relación con esta obligación
de información sobre mecanismos transfronterizos de planificación fiscal, modi-
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ficó el régimen jurídico de la citada obligación de información imponiendo a los
intermediarios obligados el deber de comunicar a todo obligado tributario inte-
resado que sea persona física que la información sobre dicho obligado será
suministrada a la Administración tributaria. Concretamente se modificaron los
apartados 1, 2, 3 y se añadió un nuevo apartado 5 en la citada Disposición Adi-
cional Vigésima Tercera de la LGT, estableciéndose que todo intermediario
obligado a suministrar la información deberá comunicar a cada obligado tribu-
tario interesado que sea persona física sujeto a comunicación de información
que la información requerida sobre dicho obligado sea suministrada a la Admi-
nistración tributaria y transferida con arreglo a la Directiva 2011/16/UE y a los
acuerdos internacionales indicados. Asimismo el intermediario facilitará a la
persona física con suficiente antelación toda la información que esta tenga dere-
cho a recibir para que pueda ejercer su derecho a la protección de sus datos
personales y, en cualquier caso, antes de que la información por él recopilada
sea suministrada a la Administración tributaria.

Ahora bien, al objeto de dar cumplimiento a la ya citada Sentencia del TJUE
de 8 de diciembre de 2022 (la cual, como ya se ha expuesto en este Curso de
Derecho Financiero, declaró que la obligación contenida en la Directiva de coo-
peración administrativa en el ámbito de la fiscalidad que imponía a los interme-
diarios amparados por el secreto profesional que notificasen el ejercicio de dicho
secreto al resto de intermediarios que no son sus clientes vulneraba el art. 7 de
la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el caso de estos
profesionales), se suprimió la obligación impuesta a los profesionales con
secreto profesional de comunicar las operaciones de planificación fiscal, no
introduciéndose discriminación alguna entre abogados y resto de asesores y
eliminándose dicha obligación de comunicación para todos los intermediarios
secundarios, como como asesores fiscales o gestores.

Por otro lado la citada Ley 13/2023, respecto de la obligación de comunica-
ción por parte de las plataformas digitales de los ingresos obtenidos por los
vendedores, ha diseñado un nuevo régimen sancionador por la comisión de
incumplimientos, introduciendo una nueva Disposición Adicional Vigésima
Quinta en la LGT sobre obligaciones de información y de diligencia debida rela-
tivas a la declaración informativa de los operadores de plataforma obligados en
el ámbito de la asistencia mutua. Aquellos vendedores que no comuniquen en
plazo la información a las plataformas o den datos falsos serán castigados con
una sanción de 300 euros, mientras que las plataformas asumirán una multa de
200 euros por cada vendedor que incumplan con sus obligaciones de comuni-
cación.

PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY

Ya hemos indicado anteriormente que el establecimiento de infracciones
tributarias está cubierto por el principio de reserva de ley. La justificación de
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esta cobertura está en la importancia individual y social de la determinación de
qué hechos suponen una violación de las normas jurídico-tributarias y, en con-
secuencia, son merecedores de sanción. Su apoyo constitucional hay que bus-
carlo en el artículo 25.1 de la Ley Fundamental: «Nadie puede ser condenado o
sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no cons-
tituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en
aquel momento». Aunque la expresión «legislación vigente» es equívoca y
podría entenderse como igual a ordenamiento (y, por tanto, comprensiva de las
normas reglamentarias), el artículo 53.1 cierra cualquier duda que pudiera exis-
tir al respecto: «Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo
del presente Título (Título primero) vinculan a todos los poderes públicos. Sólo
por ley, que en todo caso respetará su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades...». ¿Todos los elementos de la infrac-
ción? Sí. La infracción no se presta por su estructura a un desarrollo
reglamentario según hemos analizado ya anteriormente. El requisito de tipi-
cidad, como hemos visto, lo impide. En resumen, no en su vertiente objetiva
(acción u omisión). Sólo se presta a una articulación a partir de una determina-
ción general pero que no añade nada constitutivo. Esta articulación (de lo gene-
ral y lo especial) nada tiene que ver con la especificación propiamente dicha
hecha por una norma reglamentaria que, como hemos dicho reiteradamente, no
es posible.

Cuestión distinta (también apuntada anteriormente) es si la norma infringida
(no la que establece la infracción) debe ser necesariamente una ley o puede ser
un reglamento. La respuesta es una ley, ya que la infracción supone la violación
de una obligación material o formal (en definitiva, de una prestación forzosa) y
ésta sólo puede ser establecida por ley de acuerdo con el artículo 31.3 de la CE.

ANTIJURIDICIDAD

La antijuridicidad de las infracciones tributarias está contenida, en principio,
en la idea de transgresión de la ley que suponen estas infracciones. A la luz de
esta primera aproximación toda infracción, al consistir en la transgresión de un
precepto legal, es por definición antijurídica.

El primer elemento de la antijuridicidad es que el hecho que constituye la
infracción signifique una lesión económica para la Administración acree-
dora y, más concretamente, al patrimonio público como bien jurídico protegido.
Todo el Derecho tributario gira en torno a la idea básica de que un sujeto de
derecho debe realizar a título de obligación y, en consecuencia, como pago
entregas de dinero a una Administración Pública que tiene el carácter de acree-
dor como contribución a los gastos públicos. En consecuencia, los deberes tri-
butarios tienen sentido en tanto en cuanto sirven para que el acreedor reciba la
cantidad debida por el deudor. Si se infringe una obligación formal (p. ej., comu-
nicar el número de identificación fiscal) y esta infracción no ha tenido ninguna
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relevancia dado que el cumplimiento de la obligación ha sido correcto sin inci-
dencia negativa final o colateral habría una infracción formal pero no una lesión
al interés y en consecuencia al derecho del acreedor. Esta tesis llevaría a la
conclusión de vincular la realización de infracciones simples a la lesión econó-
mica para el acreedor, es decir, a que hubiese significado un menor ingreso
tributario.

El segundo elemento de la antijuridicidad es la reprobación del ordena-
miento jurídico, que considera la acción u omisión como contraria a él. Es
necesario, pues, que no haya causas que impidan ese reproche por justificar la
conducta del sujeto pasivo o porque el resultado ha sido independiente de su
voluntad o porque tal voluntad no ha existido.

La LGT dispone en su artículo 183 (ya examinado) que «son infracciones
tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con cualquier grado de
negligencia que estén tipificadas y sancionadas como tales en esta u otra ley».
A la vista de esta definición tan rotunda estaríamos ante la primera acepción de
antijuridicidad entendida como acción reprobable. A la vista de la enumeración
de infracciones antes citadas se daría paso al elemento de lesión económica y a
la admisión de las contadas situaciones en que tal reproche no se produce (regu-
larización espontánea).

El aspecto de mayor interés lo ofrecen las infracciones en aquellos casos en
que no haya ni se derive de su comisión lesión económica. Hay que entender
que en este caso faltaría la necesaria antijuridicidad como elemento constitutivo
de la infracción.

Las principales exclusiones de la antijuridicidad en la acción u omisión
constitutiva de una infracción tributaria son las causas de justificación. La LGT
no hace una relación de las mismas; antes al contrario, aparecen mezcladas con
las causas de exclusión de la culpabilidad e incluso de la imputabilidad. Habría
que citar, entre ellas, el caso fortuito y la fuerza mayor (de escaso juego en el
campo de la obligación tributaria) y el error objetivamente no superable sobre
el hecho tipificado como infracción. La LGT se refiere específicamente a la
fuerza mayor (art. 179). Como causa de justificación específica (que eliminaría
el reproche social propio de la antijuridicidad) podría citarse la imposibilidad
patrimonial de realizar el pago derivada de circunstancias no queridas por el
sujeto pasivo y distinta de la fuerza mayor citada. Aunque, ciertamente, siempre
existe la posibilidad en nuestro ordenamiento de declaración (en tiempo o
extemporánea) sin ingreso además de la solicitud de concurso. La LGT refunde
las diferentes causas de exclusión en lo que denomina «no responsabilidad» y
en los que cita la falta de capacidad de obrar en el obligado, la fuerza mayor, la
no participación en la decisión colectiva perecedera de la infracción y la inter-
pretación razonable de la norma hecha por el obligado.

La LGT, artículo 179.3, establece la no responsabilidad, aunque haya habido
la transgresión de un precepto normativo, de los obligados tributarios que
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voluntariamente regularicen las declaraciones, autoliquidaciones, comunicacio-
nes de datos o solicitudes presentadas siempre que no hubiesen significado
dejar de ingresar.

CULPABILIDAD

La existencia de una infracción requiere una relación de causa a efecto entre
la conducta del sujeto y su resultado. No estamos, pues, ante un sistema de
responsabilidad objetiva en que el comportamiento y la diligencia del sujeto
pasivo son absolutamente indiferentes. La necesidad de culpabilidad como ele-
mento constitutivo de la infracción debería de avanzar cada vez más en un tipo
de actividad pública, como la tributaria, dominada de manera creciente por la
masificación, intensidad y complejidad de las obligaciones y deberes y de las
propias normas tributarias. Tanto es así que una de las cuestiones de mayor
interés que está sobre la mesa del Derecho tributario es la diligencia de las
Administraciones Tributarias (teniendo en cuenta la masificación y complejidad
citadas) para que los obligados tributarios conozcan suficientemente sus obli-
gaciones y la forma y tiempo en que deben ser cumplidas. Es decir, lo que
podríamos denominar los deberes de difusión y educación tributarias estable-
cidos expresamente por la LGT (arts. 85 y sigs.), a cargo de la Administración.

La causa que exime de culpabilidad es la diligencia normal del obli-
gado tributario, medida en un momento dado (en el de la infracción) y teniendo
en cuenta las circunstancias personales del citado obligado tributario. De aquí
que, en la medida que se realice mejor el principio de proporcionalidad tributaria
(exigencia de obligaciones materiales y formales al obligado tributario en con-
sideración a sus circunstancias y capacidad administrativa), la diligencia de tales
obligados (de los propios sujetos) podrá ser exigida de manera más nítida y su
culpabilidad será también más clara.

El ordenamiento español, y principalmente la LGT, establece determinados
preceptos en relación con esta conducta del sujeto que constituye la culpabilidad
al ponerla en relación con su acción. En primer término, la CE establece clara-
mente y como es bien sabido el principio de seguridad jurídica (art. 9.3). Su
significado es muy amplio, pero en él tiene cabida la conducta normal de un
obligado tributario ante una situación y un hecho tributarios concretos. Exigir
una diligencia superior a la que puede considerarse máxima en el cumplimiento
de las obligaciones es exorbitante y, por tanto, contrario al citado principio.

Más cerca del tema que nos interesa, la LGT regula los presupuestos de
culpabilidad en diversos preceptos. El primero de ellos, por su generalidad y
orden lógico, es el párrafo 1 del artículo 183: «... cualquier grado de negli-
gencia...». Ya indicamos anteriormente que este precepto supone la no admi-
sión de la responsabilidad objetiva y que en este sentido se había pronunciado
ya el Tribunal Constitucional. El concepto de «cualquier grado de negligencia»
es impreciso. Lo único claro es que debe de haber alguna negligencia.
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La causa de exclusión de culpabilidad más importante es la actuación del
sujeto pasivo con una diligencia normal. Ello supone, obviamente, y como vere-
mos posteriormente, la actuación de buena fe, e igualmente y también de
manera indiscutible, la ausencia de dolo y negligencia grave y media. La LGT
se refiere a esta causa de no culpabilidad en su artículo 179.2. d): «Las acciones
y omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a responsabilidad por infrac-
ción tributaria en los siguientes supuestos: [...].

Cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las
obligaciones tributarias. Entre otros supuestos, se entenderá que se ha puesto
la diligencia necesaria cuando el obligado tributario haya actuado, amparándose
en una interpretación razonable de la norma». Éste es el precepto que se
refiere a la culpabilidad propiamente dicha como vínculo entre la actitud o con-
ducta del sujeto y un resultado determinado o, en otras palabras, la relación
entre conducta y acción del mismo sujeto.

La expresión «interpretación razonable» constituye un concepto jurídico
indeterminado que sólo de manera casuística podrá ir delimitándose por los
tribunales. Hay que entender como razonable lo que es normal desde una situa-
ción concreta.

Unida a la exclusión de la conducta razonable del círculo de las infracciones
está la consideración del error como causa, también de neutralización, de la
culpabilidad. En el campo de la aplicación de las normas tributarias (y en general
de la obligación de esta naturaleza) se trataría del error de derecho. La doctrina
considera el error invencible de derecho como causa que excluye la culpabi-
lidad. Hay que separar aquí el error de la obligación de conocer las normas (la
ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento). En definitiva, el error
de derecho como causa de exclusión de la culpabilidad es una consecuencia
obligada del rechazo de la responsabilidad objetiva. El error tendrá que ser
explicable y no ir acompañado de una actitud del sujeto que pueda conducir a la
conclusión de que ha actuado con dolo, mala fe o negligencia grave.

La última causa de exclusión de la culpabilidad es la actuación del sujeto
pasivo conforme a una determinada publicación o interpretación administrativa.
Según el artículo 89 de la LGT las contestaciones a las consultas tendrán efectos
vinculantes para la Administración, en su relación con el consultante. Ya vimos
anteriormente que incluso debe la Administración aplicar los criterios conteni-
dos en las consultas a cualquier obligado, siempre que exista identidad entre los
hechos y circunstancias de dicho obligado y los que se incluyan en la contesta-
ción a la consulta. Se trata de una exclusión lógica, dado que la Administración
Pública no sólo es un acreedor, sino también un sujeto público responsabilizado
de la aplicación de los tributos y, en consecuencia, responsable de una inter-
pretación también pública. La LGT art. 179, 1, d) exonera de responsabilidad a
los sujetos que actúen conforme a criterios administrativos manifestados en

Curso de Derecho Financiero

406



6.

publicaciones y comunicaciones escritas con los requisitos de los arts. 86 y 87
de la misma Ley General.

El establecimiento, en su día, de la presunción de buena fe de los sujetos
pasivos en su actividad tributaria por la antigua LDGC, hoy integrada en la LGT,
tuvo una importancia notable sobre la culpabilidad como requisito constitutivo
de la infracción. El artículo 33 de la citada Ley disponía que «la actuación de los
contribuyentes se presume realizada de buena fe». Estábamos ante la llamada
buena fe subjetiva (moduladora de la conducta de los contribuyentes) que debía
ser desarrollada por la doctrina y la jurisprudencia a través de una técnica jurí-
dica concreta: la de cláusula general o la técnica de listado de situaciones sub-
jetivas que permitan la invocación de la buena fe como circunstancia neutrali-
zadora de la culpabilidad. Sus efectos fueron articulados con una técnica de pre-
sunción iuris tantum recogida en el párrafo 2.º del citado precepto:
«Corresponde a la Administración Tributaria la prueba de que concurren las
circunstancias que determinan la culpabilidad del infractor en la comisión de
infracciones tributarias». En otras palabras, la prueba de la inexistencia de buena
fe correspondía a la Administración. La Ley General Tributaria suprimió esta
presunción sin explicación alguna. En nuestra opinión, constituyó una equivo-
cación probablemente basada en la confusión entre presunción de buena fe y
presunción de inocencia, que tienen campos distintos. Su desaparición consti-
tuye un retroceso en la tan cacareada consideración y protección jurídica al
obligado tributario.

IMPUTABILIDAD

La imputación de una infracción tributaria a un sujeto de derecho determi-
nado no presenta mayores problemas en los casos de personas físicas. La impu-
tabilidad es un vínculo entre una infracción ya calificada y admitida como tal y
un sujeto de derecho. Habrá que estar, por tanto, a los preceptos concretos que
se refieran a todo el círculo de sujetos pasivos ciertamente amplio y que deter-
mina, normalmente, una imputabilidad específica. Sí se pueden presentar difi-
cultades en los supuestos de personas jurídicas y en todos los supuestos de
responsables del tributo en que junto a la figura del contribuyente está la de otro
sujeto que no ha participado en la realización del hecho imponible.

En relación con las personas físicas la LGT, artículo 179, establece una
primera causa de exclusión de la imputabilidad cuando las infracciones «se rea-
licen por quienes carecen de capacidad de obrar en el orden tributario». Serán
circunstancias biológicas o psíquicas las que impidan la imputación. Se trata de
una exclusión de escaso juego, ya que está prevista, lógicamente, la integración
de la capacidad. En este sentido el artículo 45 de la misma Ley General dispone
que «por los sujetos que carezcan de capacidad de obrar actuarán sus represen-
tantes legales». El mismo artículo (179 de la LGT) establece un segundo caso
de inimputabilidad tratándose de decisiones colectivas «... para quienes hubie-
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ran salvado su voto o no hubieran asistido a la reunión en que se tomó la misma».
Se trata de un caso clásico de separación entre imputación colegiada e inimpu-
tabilidad individual establecido de una manera sencilla y correcta.

En el caso de las personas jurídicas, la primera reflexión parte de reco-
nocer que la LGT las considera con capacidad para la comisión de infracciones.
El artículo 181 no deja lugar a dudas: serán sujetos infractores las personas
físicas o jurídicas y las entidades mencionadas en el artículo 35 de esta Ley. La
cuestión clásica de la imputabilidad o no de infracciones a las personas jurídicas
aparece resuelta claramente por la citada Ley General. Los órganos de la per-
sona jurídica son sólo responsables tributarios y tienen una imputabilidad dis-
tinta de la persona jurídica en cuestión. En otras palabras, la cualidad de sujeto
infractor corresponde a la persona jurídica y ante una sanción pecuniaria o de
pérdida de derechos no presenta en su cumplimiento mayores problemas. La
situación de los órganos sociales, como hemos dicho, será de responsable. Esta
imputabilidad (como responsables) se determinará de acuerdo con sus normas
estatutarias y con las circunstancias de cada caso en concreto. Donde esté la
responsabilidad estatutaria o legal allí tiene que estar la imputabilidad. En otros
casos habrá que estar a las reglas que rijan la formación de la voluntad colegiada
para poder realizar una imputación precisa y justa. Se trata de una cuestión evi-
dentemente difícil en la que muchas veces la imputabilidad individualizada a un
gestor puede resultar injusta y exorbitante. La LGT salva esta dificultad esta-
bleciendo una responsabilidad por falta de diligencia y buscando como principal
valor el pago de la deuda tributaria. En este sentido, el artículo 43 de la LGT
dispone que serán responsables los administradores de hecho o de derecho de
las mismas que no realizaren los actos necesarios que fueran de su incumbencia
para el cumplimiento de las obligaciones tributarias infringidas, consintieren el
incumplimiento por quienes de ellos dependan o adoptaren acuerdos que hicie-
ran posible tales infracciones. Su responsabilidad también se extenderá a las
sanciones. Como puede verse, el legislador trata aquí más un problema de res-
ponsabilidad tributaria en sentido técnico-tributario (si no paga la persona jurí-
dica lo hacen los administradores) que de imputabilidad de infracciones.

En el caso del responsable del tributo la LGT establece, en principio, la
buena doctrina de no imputarle responsabilidad alguna por la comisión de infrac-
ciones por el contribuyente. Su artículo 41 establece que «la responsabilidad
(del responsable) no alcanzará a las sanciones...». Si no hay imputación de san-
ciones es lógico que se deba a que no la hay de infracciones. El artículo 12.2 del
RGR de 1990, que mantenía la tesis contraria, quedó derogado por el vigente
RGR de 2005. No obstante, esta regla general tiene importantes y criticables
excepciones en las que se imputa al responsable las sanciones por infracciones
cometidas por el contribuyente.

Las restantes causas de exclusión de la imputabilidad recogidas en el art.
179 de la LGT son las relativas a la concurrencia de fuerza mayor, a la existencia
de la diligencia necesaria en el cumplimiento de las obligaciones tributarias

Curso de Derecho Financiero

408



(entendiéndose que se ha puesto la diligencia necesaria, entre otros supuestos,
cuando el obligado haya actuado amparándose en una interpretación razonable
de la norma o cuando el obligado tributario haya ajustado su actuación a los
criterios manifestados por la Administración Tributaria competente en las publi-
caciones y comunicaciones escritas o en la contestación a una consulta formu-
lada por otro obligado, siempre que entre sus circunstancias y las mencionadas
en la contestación a la consulta exista una igualdad sustancial que permita
entender aplicables dichos criterios y éstos no hayan sido modificados, si bien
en los supuestos de conflicto en la aplicación de la norma no podrá considerarse,
salvo prueba en contrario, que existe concurrencia ni de la diligencia debida en
el cumplimiento de las obligaciones tributarias ni de la interpretación razonable
de la norma) y cuando sean imputables a una deficiencia técnica de los programas
informáticos de asistencia facilitados por la Administración Tributaria para el
cumplimiento de las obligaciones tributarias.
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Este Libro explica sistemáticamente el Derecho Tributario y el Derecho Presupuestario con un 
enfoque general y, posteriormente, proyectado al ordenamiento español.

Para ello se ha procedido a una desagregación de materias que procuren una mejor y más fácil 
formación de los alumnos. Y, al mismo tiempo, permiten seguir los distintos programas de la 
Asignatura exigidos en cumplimiento de las normas académicas.

Con la finalidad de proporcionar una información y formación más amplia se estudian los or-
denamientos estatal, autonómico, municipal y comunitario (Unión Europea). Todo ello, lógica-
mente, dentro de las limitaciones de espacio derivadas de las normas y hábitos propios de los 
estudios de Grado.

Esta edición incorpora las principales novedades normativas producidas a la luz de las últimas 
reformas tributarias, expuestas además a la luz de la reciente jurisprudencia elaborada por el 
Tribunal Supremo. Se ha procurado hacer la incorporación de forma sintética, de manera que se 
conserve toda la materia en un solo volumen.
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